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Vacía: la agenda social en el Mercosur y en el Alca [1]
Alcides Costa Vaz | Universidad de Brasilia n todo el mundo, el regionalismo se ha convertido en una dimensión importantede las estrategias de desarrollo de los países. Los posibles impactos delregionalismo sobre el comercio y sobre otras dimensiones de las economías han sidorelevados teórica y empíricamente en diferentes contextos y experiencias. No obstante,sus consecuencias para el desarrollo social siguen siendo un tema que merece mayoratención [2] . En el mejor de los casos, esta relación ha sido descrita como indirecta:económicamente, dice la teoría, la integración regional expande los mercados, generaeconomías de escala y por lo tanto, en la medida en que la creación de comercioprevalezca sobre la diversión del comercio, resulta en un mejor patrón de alocación derecursos y de eficiencia económica, espoleando así el crecimiento económico, unacondición necesaria para el desarrollo social sustentable. En otras palabras, es a travésde sus consecuencias sobre el desarrollo económico que el regionalismo atiende temasrelacionados con el desarrollo social. De acuerdo con este razonamiento, la integraciónes un proceso de naturaleza económica y sus posibles implicaciones en otras áreastemáticas derivan de tal naturaleza.Sin embargo, la integración regional es apenas un determinante del desempeñoeconómico de los países en ella involucrados, y sus impactos sobre las sociedades, seanpositivos o negativos, se extienden a áreas diferentes de las económicas. Las iniciativasde integración regional no tienen lugar en un vacío político. Por el contrario, songenuinas expresiones de proyectos políticos impulsados en el ámbito económico. Porlo tanto, no hay razones para limitarlas a lo económico, especialmente cuandoapremiantes demandas y desafíos sociales están en juego. En la medida en que hayaincentivos políticos y canales institucionales adecuados para el involucramiento socialy la participación política, con miras a reconciliar y equilibrar los intereses económicosy las preocupaciones sociales, tales iniciativas proveen oportunidades para promoverla interacción de gobiernos, empresas y organizaciones sociales en un amplio espectro
de áreas temáticas de relevancia social. La integración regional puede ser usada paradesarrollar espacios públicos en los cuales la ciudadanía y la participación social, y porlo tanto la democracia, puedan ser fortalecidas. En esta visión, su agenda, además delos temas relacionados con la liberación del comercio y el establecimiento deestructuras y disciplinas económicas comunes, debería abarcar también aquéllosdirectamente relacionados con la promoción del desarrollo y la equidad sociales.Este texto discute las posibilidades de articulación de una agenda social en el contextodel regionalismo económico, tomando en cuenta dos de las más relevantesexperiencias actualmente en curso en el hemisferio; el Mercosur, la iniciativa lanzadaen 1991 dirigida a establecer un mercado común entre Argentina, Brasil, Uruguay yParaguay, que también comprende a Chile y Bolivia como miembros asociados; y elÁrea de Libre Comercio de las Américas, cuya meta es establecer un régimen de librecomercio entre los países de las Américas, con la excepción de Cuba, a partir de 2005.Aunque muy distintas en sus respectivos antecedentes, objetivos, número departicipantes y estadios de desarrollo, ambas iniciativas proveen elementos útiles parael debate sobre la posibilidad de incorporar preocupaciones sociales a la agenda de laintegración, sobre las pautas de movilización de los actores sociales en respuesta a losriesgos, oportunidades y demandas que se derivan de la mayor exposición aconstricciones externas, y sobre la medida en que estas preocupaciones pueden darforma a estrategias, políticas y decisiones en las esferas pública y privada dentro delcontexto de la integración.En ambos casos, el impulso político hacia la liberalización del comercio en el contextode enormes asimetrías económicas y sociales ha propiciado diferentes reaccionessociales. Como consecuencia, un politizado debate sobre los costos y beneficios de laintegración económica ha tenido lugar entre gobiernos, políticos, académicos yorganizaciones sociales. Es en el contexto de tal debate que han sido articulados másclaramente los grandes intereses, así como los requerimientos básicos del compromisocon los objetivos a ser seguidos colectivamente en cada iniciativa de integración, ytambién las estrategias de salvaguarda y promoción de específicos intereses nacionalesy de grupo. Los temas y demandas sociales, entonces, surgen bajo una de dos formas:como una preocupación defensiva ante los impactos negativos, inmediatos o posibles,de un proceso dirigido por el mercado sobre algunos sectores económicos y sobre lostrabajadores y las redes de protección social; o como una expresión de disposición
asertiva a sacar ventaja del regionalismo para afianzar o avanzar derechos sociales yalgunos otros intereses compartidos. El regionalismo provee incentivos para el establecimiento de alianzas internacionalesentre las sociedades, así como nuevas formas de salvaguardar y promover interesestransnacionalmente (Viggevani, 1987). Se convierte así en una fuente de dinamismosocial y político, ya que proporciona referentes externos a grupos internos y estimulael desarrollo de nuevas formas de acción política que van más allá de las fronteraslocales y nacionales, tales como asociaciones, coaliciones sociales y redes y alianzasinternacionales. La integración económica también provee algunas guías para losgrupos internos y cambia su marco de expectativas para el futuro, ejerciendo así unefecto catalítico sobre las sociedades, y de esa forma estimula las demandas por unamayor y más efectiva participación en la definición de políticas y en negociacionesinternacionales, con miras a proteger y/o incluso a aumentar los beneficioseconómicos y sociales derivados de ella.Este enfoque de la participación social en iniciativas de integración descansa en elneofuncionalismo para explicar tanto el ascenso de diferentes formas de articulacióntrasnacional de los intereses sociales, como el ensanchamiento del ámbito deintegración que puede traer aparejada. Un supuesto básico del análisis siguiente es quela participación social en iniciativas de integración es un fenómeno político atento nosólo a influenciar las negociaciones y el proceso decisorio, como se mencionó másarriba; está también relacionado con el desarrollo de propuestas e iniciativasorientadas a responder, sea defensiva o asertivamente, a la integración y, en su caso, abuscarla en áreas distintas del ámbito económico donde es usualmente concebida yllevada a cabo, generando así una nueva forma o dimensión del multilateralismo quepuede, a su vez, complementar o avanzar iniciativas intergubernamentales. Laparticipación social debe ser vista, entonces, fundamentalmente como punto departida y medio para trabajar una agenda política para el regionalismo y para elestablecimiento de lo que Karl Deutsch (Deutsch, 1957: 23) llamó "sentido decomunidad" entre las unidades políticas; esto es, la expectativa de que las soluciones adesafíos comunes y las respuestas a los cambios deben ser buscadas a través demecanismos y canales definidos en conjunto y sobre la base de valores y principioscompartidos. El logro de tal sentido de comunidad es, de acuerdo con ese autor, unaevidencia valiosa del éxito de la integración entre las unidades políticas. Ese concepto
es de gran relevancia para el presente análisis, ya que hace referencia explícita a dosimportantes elementos que son centrales en nuestro argumento: primero, la existenciade canales institucionales a través de los cuales las demandas pueden ser llevadas alproceso político asociado con la integración; y segundo, un marco normativo para lasacciones políticas llevadas a cabo sea por instituciones gubernamentales o por otrosactores sociales. Es difícil concebir una agenda social dentro del regionalismo enausencia de un sólido sentido de comunidad entre los países y las sociedadesinvolucrados en él.Los procesos de negociación en curso en el Mercosur y el ALCA comprenden, ambos,elementos suficientes para evaluar tanto los condicionamientos, incentivos, obstáculosy pautas para la participación social en experiencias de integración, como losprospectos para el desarrollo de una agenda social en el contexto del regionalismoeconómico en las Américas. Tal evaluación debe tomar en cuenta: (i) los objetivos y elalcance de las iniciativas consideradas; (ii) el marco institucional, la naturaleza y lascaracterísticas de los canales institucionales existentes disponibles para que losactores sociales lleven sus demandas y expectativas a los decisores y formuladores depolíticas en modo de impulsar sus propios intereses en materia de integración; y (iii) laestructura de los incentivos políticos para que las sociedades se involucren en esasiniciativas. El análisis que sigue se estructura alrededor de estos tres temas.El argumento general es que tanto en las negociaciones del Mercosur como en las delALCA existen constricciones institucionales importantes a la participación social, querestringen severamente la posibilidad de hacer incorporar los temas sociales a susrespectivas agendas como medio de proteger derechos sociales adquiridos,contrapesar la prominencia de intereses empresariales, y asegurar o posiblementeexpandir esos derechos. En otras palabras, si se las considera desde la perspectiva desu actual marco político e institucional, en ninguna de ambas iniciativas hay espacio nicanales suficientes para que los temas sociales equilibren la preeminencia de losintereses económicos y de los temas comerciales, o para hacer posible que emerja unaagenda de integración más abarcadora.La primera sección analiza comparativamente la naturaleza, el alcance de laintegración y los objetivos del Mercosur, por un lado, y del  ALCA por otro, señalandocómo han convergido en el desarrollo de una agenda predominantemente comercial
que promueve formas limitadas de participación social con un perfilpredominantemente defensivo. Las secciones segunda y tercera discuten la naturalezay las formas de participación política y el marco institucional de cada iniciativa, asícomo las implicaciones de su naturaleza intergubernamental para la incorporación detemas sociales a sus respectivas agendas políticas; se toman en consideración, además,la estructura de los incentivos para un mayor activismo por parte de grupos sociales enel contexto de cada proceso de integración, y los canales existentes de participaciónsocial. La sección final se enfoca a la relación entre los procesos del Mercosur y delALCA y sus respectivos prospectos en términos de la generación de un espacio públicopara la articulación de intereses y estrategias sociales como una dimensión necesariade la integración económica regional en el hemisferio. 
La naturaleza y el alcance de la integración y de sus objetivosEl Mercosur surgió en 1991 como una respuesta política a un triple desafío que suspaíses miembros enfrentaban en ese momento: la consolidación de la estabilidadpolítica y estratégica luego de la restauración de la democracia lograda en los ochenta;la promoción del desarrollo económico bajo la égida de economías abiertas yorientadas al mercado; y el mejoramiento de sus capacidades de negociacióninternacional como un medio de acortar las asimetrías en relación con sus principalessocios económicos del mundo desarrollado. Fue también una respuesta a laemergencia de bloques regionales en el contexto de la economía mundial y,particularmente, al activo perfil de los Estados Unidos en el regionalismo económico enel hemisferio desde mediados de los ochenta.Con miras a alcanzar estos objetivos y a sostener los que habían sido perseguidos porBrasil y Argentina desde 1985, se intentó que el Mercosur alcanzase un profundo nivelde integración económica; esto es, se construiría un mercado común a partir de unprograma de liberalización del comercio y de la adopción de una tarifa externa común.El logro de un área de libre comercio y de una unión aduanera sería subrayado ycompletado por acuerdos sectoriales y por la coordinación macroeconómica que, enconjunto, sentarían las bases para el pretendido mercado común. Fue, así, concebidopara ser mucho más que un arreglo de libre comercio.A pesar de sus antecedentes, de su contexto y motivaciones políticos, y del objetivoúltimo contemplado en el Tratado de Asunción (el establecimiento de un mercado
común), el Mercosur ha evolucionado como una iniciativa predominantementecomercial, basada en la exitosa implementación de un programa de liberalizacióncomercial entre 1991 y 1994 y en el establecimiento de una todavía imperfectadisciplina de unión aduanera desde enero de 1995 en adelante. Tal perfilpredominantemente comercial trajo consigo resultados inmediatos y significativos: elcomercio entre los cuatro países creció 336%, de 4.100 milones de dólares registradosen 1990, a 18.200 millones en 2000, tras haber alcanzado 20.500 millones en 1997. Lasexportaciones a terceros países y regiones también se expandieron, aunque a tasasmucho menores (50% en la entera década), mientras que las importaciones seincrementaron 180%, alcanzando 65.000 millones de dólares en 2000 contra 23.100millones en 1990. La aguda crisis económica y la profunda recesión que afrontaArgentina, afectando también a Uruguay y Paraguay, ha hecho decrecer de manerasignificativa los flujos comerciales del Mercosur, con flujos intra-bloque que alcanzanniveles similares a los registrados a mediados de los noventa. Sólo a principios de2003 las cifras de comercio comenzaron a mostrar otra vez una tendencia positiva,debido principalmente a un crecimiento de 60% de las exportaciones brasileñas haciael mercado argentino. A pesar de las dificultades derivadas de una duradera crisiseconómica, el bloque todavía representa un atractivo e importante mercado para suspropios miembros y también una fuente de oportunidades económicas. Es importanteremarcar que el Mercosur dio cuenta del 25% de las exportaciones de sus paísesmiembros en 1998, lo que delinea claramente su potencial económico una vez que lacrisis actual sea superada.El exitoso acercamiento a la liberalización comercial expresado en las cifras decomercio de los noventa no fue el único factor que dio cuenta de la prevalencia de lostemas comerciales en la agenda del Mercosur a lo largo de su primera década. Esimportante resaltar que el Mercosur fue una dimensión central de la estrategia deapertura económica mediante la cual los gobiernos nacionales intentaron revigorizar ymodernizar sus economías. La integración bajo la forma de una unión aduanera fue lallave que afianzó las reformas económicas. Como consecuencia, la agenda del Mercosurreflejó la prioridad asignada a la liberalización comercial y a la adopción de unadisciplina comercial común entre los cuatro países miembros. En el período 1991-1994, conocido como el período de transición, la eliminación gradual de los arancelesfue un tema clave, junto con la negociación del arancel externo común que debería serimplementado desde enero de 1995 en adelante. Al mismo tiempo, la agenda externa
del bloque comprendió la negociación de preferencias comerciales concedidas a otrospaíses latinoamericanos bajo la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI),las negociaciones con la Unión Europea y, subsecuentemente, aquéllas conducidas enel contexto del ALCA. Desde 1995 en adelante, la agenda interna del bloquepermaneció centrada en temas comerciales como la liberalización de los servicios, laarmonización y eliminación de las barreras no arancelarias, y los regímenes deexcepción para automóviles y azúcar. Los conflictos comerciales que surgieron al caerlas barreras comerciales y el mecanismo de resolución de controversias también seconvirtieron en temas clave a ser atendidos. En otras palabras, la necesidad decompletar y consolidar el régimen de libre comercio y la unión aduanera capturó laatención de los gobiernos y de los sectores privados. En tal agenda, los temas no-económicos y aquéllos relacionados con el trabajo y otras áreas de cooperación(educación, cultura, medio ambiente, salud, etc.) no merecieron mucha atención ytuvieron sólo un espacio marginal, si es que efectivamente tuvieron alguno, en laagenda interna del bloque. En lo que toca a temas sociales, el único logro fue laaprobación de una Declaración Social y del Trabajo en diciembre de 1998, en la que losgobiernos reafirmaron su compromiso con la preservación de los derechosindividuales y colectivos vinculados con el trabajo.Como quiera que sea, la prevalencia de los temas comerciales en el núcleo de la agendade integración también hizo al Mercosur sujeto de, y abrumadoramente vulnerable a,desequilibrios micro y macroeconómicos que fueron magnificados por las sucesivascrisis financieras internacionales que tuvieron lugar a partir de la crisis mexicana de1995. La devaluación de la moneda brasileña en enero de 1999 y la aguda crisiseconómica en Argentina y Uruguay en 2001 y 2002 exacerbaron conflictos comercialesque ya habían ido creciendo, en especial entre Argentina y Brasil, contribuyendo aldebilitamiento gradual de las normas y mecanismos del Mercosur, así como a unefectivo alejamiento de sus objetivos originales y últimos. La agenda comercial y lasconsecuencias para el Mercosur de las restricciones financieras enfrentadas desdemediados de los noventa también contribuyeron decisivamente a limitar el universo deactores no-gubernamentales involucrados en el proceso de negociación (básicamentelas principales asociaciones sectoriales privadas y las centrales sindicales) [3] .Además, su participación tuvo un perfil predominantemente defensivo frente a lasconsecuencias negativas de la liberalización comercial para sectores económicosmenos competitivos y ante la percepción y la preocupación de las organizaciones
sindicales en el sentido de que los intereses de los trabajadores y los derechos socialesestaban destinados a ser descuidados y amenazados en el marco de un arreglo deintegración dirigido por los gobiernos y basado en el libre comercio.Por otro lado, no puede negarse que el Mercosur incorporó formalmente algunostemas no comerciales en su agenda. En realidad, temas vinculados con políticaspúblicas en áreas como educación, cultura, turismo, justicia, medio ambiente y cienciay tecnología, fueron contemplados en comisiones ministeriales y especializadas,aunque con muy escasos resultados prácticos. La existencia de instanciasinstitucionales formales para manejar estos temas, sin embargo, no implicanecesariamente que se haya favorecido una mayor y más activa participación social enestos ámbitos. Por el contrario, éstos fueron tratados con los mismos procedimientos ymecanismos intergubernamentales que se aplicaron a los temas comerciales.Considerado desde la perspectiva del involucramiento social en iniciativas oficiales einstitucionales, el panorama del Mercosur no es ciertamente brillante, lo que refleja laprevalencia y la centralidad de los agentes gubernamentales en áreas formalmentepresentes en la agenda del bloque, incluso en estas áreas no económicas.A pesar de sus ambiciosos motivaciones y objetivos como iniciativa de integración, elMercosur no ha concedido ninguna prioridad a asuntos distintos de los directamenterelacionados con la liberalización del comercio (la eliminación gradual de las barrerasarancelarias y no arancelarias, la definición de reglas de origen, la armonización deprocedimientos aduanales, las salvaguardas, las adquisiciones gubernamentales, ladefensa de la competencia, la defensa comercial) y con las disciplinas básicas de unaunión aduanera. Además, los gobiernos nacionales han rechazado sistemáticamente laposibilidad de discutir provisiones ambientales y sociales en los acuerdos comercialesnegociados dentro del Mercosur o en otras instancias regionales como el ALCA, ytambién en el contexto de la Organización Mundial de Comercio, porque temen que taldiscusión pueda eventualmente legitimar nuevas formas de proteccionismo; todavíamás, los temas relacionados con la movilidad del trabajo no han sido tomados encuenta de manera efectiva, dado que el nivel actual de integración económica no larequiere. En diciembre de 2002, una decisión que permite a los ciudadanos de lospaíses miembros moverse libremente en el territorio del Mercosur representó un pasoinicial hacia el libre movimiento de trabajadores en el futuro. Por tanto, hasta elmomento han habido escasas oportunidades de que, en comparación con la agenda
comercial del Mercosur, las cuestiones sociales fuesen consideradas con efectividad.A diferencia del Mercosur, el ALCA no intenta lograr otro nivel de integracióneconómica que el de un régimen de libre comercio. No contempla ni el establecimientode una disciplina comercial común hacia terceros países y regiones, ni la libremovilidad de los factores de la producción a través de las fronteras, ni tampoco lacoordinación de políticas económicas o sectoriales que niveles más profundos deintegración económica requerirían. En la Declaración Presidencial firmada en Quebecen el primer semestre de 2001, los gobiernos reafirmaron su compromiso de negociarun régimen de libre comercio a ser implementado a partir de enero de 2005. Por otrolado, éste podría eventualmente incorporar temas comerciales no tradicionales(especialmente provisiones ambientales y sociales), en lo que ha sido llamado un
enfoque OMC-plus. El acceso a mercados sigue siendo su principal motivación, perodebido al gran número de asimetrías entre los países involucrados, el logro de unrégimen de libre comercio les plantea desafíos políticos y económicos diversos, queson evaluados en forma diferente por cada uno de ellos. Por lo tanto, y a pesar de quesu objetivo en relación al nivel de integración a alcanzar es menos ambicioso que el delMercosur, el ALCA representa una iniciativa controvertida y riesgosa, pero muyexigente. Ha levantado gran preocupación en toda América Latina en lo que toca a suspotenciales impactos económicos y sociales. En los países del Mercosur, el ALCA indujouna pauta de interacción entre las autoridades gubernamentales, las grandes empresasy las centrales sindicales, para la formulación de estrategias de negociación, muchomás estrecha y efectiva que la observada en las negociaciones internas del bloque.Todavía más, es importante recordar que el ALCA es parte de una empresa políticamás amplia, que tuvo su cuna en el proceso de cumbres hemisféricas iniciado en 1994.Debe notarse que la agenda derivada de las cumbres hemisféricas es mucho másabarcante, siendo la propuesta del ALCA un tema central y apremiante, peroseguramente no el único. Aunque los temas relacionados con democracia, equidad social, derechos humanos yotros son, con frecuencia y en gran medida, dejados en la sombra por el muy politizadodebate sobre el ALCA, la existencia de un marco político y multilateral más ampliodebería favorecer la reconciliación de las agendas comerciales con las de las sociedadesciviles, pero este prospecto sigue dependiendo de la voluntad política de los gobiernos,de las grandes empresas y de las organizaciones de la sociedad civil a lo ancho del
hemisferio, para tomar el tema y desarrollar una estrategia específica en este aspecto.A pesar de los avances observados en su proceso de negociación, los prospectos delALCA son todavía inciertos debido a las muchas controversias políticas que éstedespierta en cada uno de los países, y entre ellos. Por otro lado, el ALCA podríaeventualmente desplegar, como arreglo de libre comercio, un alcance más amplio queel Mercosur si tienen éxito los esfuerzos para desarrollar una disciplina comercialplena que incorpore, entre otras, provisiones sociales y ambientales. Siendo así, susobjetivos menos ambiciosos como arreglo económico regional podrían eventualmenteser contrabalanceados por su capacidad para movilizar intereses políticos, económicosy sociales en América Latina, con mayor razón si el Mercosur permanece estancadocomo en los últimos años. En cualquier caso, el ALCA será siempre un tema altamentecontrovertido y politizado, al cual los grupos de interés internos ciertamente dedicaráncercana atención debido a sus potenciales impactos económicos y, en menor medida,sociales. El Mercosur, por el contrario, ha perdido mucho de su atractivo político yeconómico, y necesita con urgencia superar un difundido sentimiento de escepticismoacerca de su posibilidad de promover iniciativas hacia el cumplimiento de sus metasúltimas. Al no haber perspectivas a corto o medio plazo de que el Mercosur evolucionehacia niveles más profundos de integración económica, las posibilidades de reconciliarlas preocupaciones comerciales y sociales no son altas.Como observara Almeida (Almeida, 1999: 19), con la excepción de la experienciaeuropea las fuerzas sociales tienden a intervenir en la integración económica sóloluego de que el proceso alcanza un estadio específico de desarrollo histórico en que secontempla la movilidad del trabajo, demandando así medidas sociales específicas deapoyo al compromiso con la liberalización y la competencia plenas. En el presente, lamovilidad del trabajo no está en perspectiva ni en el Mercosur ni en el contexto de lasnegociaciones del ALCA, si bien por diferentes razones. El ALCA intenta abarcar sólo lalibre movilidad de bienes y servicios, mientras que el Mercosur en teoría contempla ellibre movimiento de los factores de la producción. No obstante, como se mencionó másarriba, el Tratado de Asunción es elusivo en lo que respecta a la movilidad del trabajo,y las iniciativas hacia esta meta han sido hasta el momento bastante rudimentarias; lospasos previos en este sentido son recientes y están relacionados con la firma, endeciembre de 2002, de acuerdos que tratan de regularización migratoria y deresidencia para nacionales de los Estados parte del Mercosur, incluyendo a Bolivia y
Chile.  Esto no significa, sin embargo, que las cuestiones y preocupaciones sociales esténenteramente ausentes de ambas iniciativas. Lo que uno puede observar cuando seasocia la naturaleza de la integración y la participación social en el Mercosur y en elpropuesto ALCA, es que el acentuado perfil comercial de ambas iniciativas parece estarespoleando una pauta predominantemente defensiva de participación social; en amboscasos, en el proceso de negociación se registra un involucramiento limitado y de pocosactores políticos, sobre todo grandes empresas, sindicatos y un universo restringido deorganizaciones no gubernamentales. Tal perfil defensivo de importantes segmentos delas sociedades no es suficiente para engendrar una agenda social dentro de cada una delas iniciativas de integración consideradas, ya que esta pauta defensiva, notoriamenteevidente en las acciones de las organizaciones laborales, deriva de una fuerte crítica yaún una abierta oposición al regionalismo tal como se lo lleva a cabo en ambasinstancias. Debería requerirse de los actores sociales en este terreno un perfil másasertivo en relación a las propuestas y acciones gubernamentales, así como unaauténtica disposición a cambiar el enfoque de la integración. Esto nos lleva considerarla naturaleza y las formas de las diferentes respuestas de las sociedades a laintegración.
Las respuestas de las sociedades a los prospectos y las consecuencias de la integraciónComo se argumentó en las secciones previas, la posibilidad de estructurar una agendasocial dentro y desde arreglos regionales de integración está relacionada tanto con losobjetivos perseguidos y con el alcance de tales arreglos, como con la naturaleza ycaracterísticas de los canales e instrumentos institucionales existentes, a través de loscuales los grupos sociales pueden proteger o promover sus intereses específicos yplantear las demandas y necesidades a las que esperan se responda a través de laintegración. Pero tal posibilidad también depende de la existencia de un marco políticoque abarque un rango temático más amplio que el que compone la agenda económicade la integración.Desde esta perspectiva, y a la luz de las experiencias de regionalismo económico en elMercosur, el TLCAN y el ALCA, la estructuración de una agenda social regional parecederivarse de las tres siguientes preocupaciones básicas:
a. proveer respuestas defensivas al impacto de la integración económica sobre laoferta y la calidad de las oportunidades de empleo, y sobre sus efectos en las normaslaborales y la exclusión social;b. generar condiciones favorables para una mayor simetría en términos deoportunidades, beneficios y derechos, como parte de la construcción de una red deprotección social regional y de un espacio público en el que las diferentesdimensiones de la ciudadanía puedan ser ejercidas plenamente; yc. diseñar formas asociativas en áreas específicas, con el propósito de intercambiarinformación y conocimiento, y explotar oportunidades para la promoción conjunta deintereses, frente a agendas comunes o convergentes en los ámbitos interno y externoen áreas temáticas específicas como educación, cultura, derechos humanos, medioambiente, género y otras.Cada uno de estos grupos de preocupaciones da lugar a formas específicas departicipación social, que traen consigo los elementos de una agenda social. En elprimer caso, por ejemplo, uno puede contemplar en particular las iniciativas de lascentrales sindicales de nivel nacional o regional, llevadas a cabo mediante losmecanismos institucionales existentes -y algunas veces fuera de ellos- en respuesta alas amenazas y a las consecuencias negativas de las medidas de liberalización delcomercio y de la inversión asociadas con la integración regional. Ejemplos de estasuerte de acción son provistos, en el caso del Mercosur, por la participación formal delas centrales sindicales en el grupo de trabajo que trata los temas de trabajo yseguridad social, y en el Foro Social y Económico Consultivo, así como su accióncoordinada bajo la égida del Coordinador de las Centrales Sindicales del Cono Sur(CCSCS), y en el nivel regional, de la Organización Regional Interamericana deTrabajadores. Los temas tratados bajo estas iniciativas abarcan la organización deltrabajo, las negociaciones colectivas y los efectos de la integración sobre el empleo, laseguridad social, las normas laborales y sanitarias, la educación, y otros.El segundo grupo de preocupaciones sociales también se dirige a temas relacionadoscon el trabajo, aunque abarca un rango más amplio de temas y actores. Al relacionar elestablecimiento de una red de protección social regional con la articulación de unespacio público regional donde la ciudadanía pueda ser plenamente ejercida, susexpresiones devienen difusas y, por lo tanto, es más difícil delinearlas y describirlas
con precisión; aunque es ciertamente aquí dónde la integración, tanto en el contextodel Mercosur como en el del ALCA, puede encontrar algunos buenos prospectos parasentar las bases de la articulación de una agenda social. Tal grupo de preocupacionesestá relacionado con la acción espontánea o inducida de asociaciones sectoriales yprofesionales y de un amplio espectro de organizaciones no gubernamentales enarreglos cooperativos a través de las fronteras en áreas como educación, cultura,medio ambiente, género, derechos humanos, salud, derecho, y muchos otros, tomandoel espacio integrado (sea ése el del Mercosur o el del hemisferio, en los casos queestamos analizando) como referencia para el establecimiento de metas y para lamovilización social. Dos ejemplos típicos de esta forma de movilización son el Foro dela Sociedad Civil en las Américas (FSCA) en el contexto del ALCA, y la red de ciudadesdel Mercosur conocida como Mercociudades. Esta última fue creada en 1997 en Río deJaneiro, y apunta al fortalecimiento mutuo de las organizaciones no gubernamentales através de la articulación de una estrategia común para actuar en áreas temáticasrelacionadas con justicia social, derechos humanos y democracia. Merco-ciudades esuna iniciativa mediante la cual los alcaldes y otros líderes locales interactúan paracompartir experiencias y estimular contactos más estrechos entre susadministraciones y ciudadanos, desde un sustento común provisto por el espaciopúblico del Mercosur.Estas organizaciones e iniciativas no necesariamente buscan participar directamenteen las instancias formales de negociación y formulación de políticas públicas. Sinembargo, sus acciones hacia la integración están orientadas hacia las políticas públicas,en el sentido de que contemplan a la integración como una oportunidad para generarun espacio público en el que un mayor compromiso político con la promoción devalores y el tratamiento interno e internacional de temas políticos y sociales resulta enel fortalecimiento de la ciudadanía en su sentido más amplio.Como se mencionó más arriba, un rasgo importante de tales iniciativas es sunaturaleza espontánea y el hecho de que son llevadas a cabo sin necesitar unareferencia o vínculo directo con la agenda oficial o con los mecanismos formales de laintegración. En realidad, estos grupos sociales toman ya sea el Mercosur o laintegración hemisférica como referencias en la definición de sus estrategias y acciones,debido a las posibilidades que la dinámica política y los eventuales resultados de laintegración plantean para el logro de sus propios intereses y objetivos. A través de su
acción y asociación construyen redes transnacionales a través de las cuales circula unsignificativo flujo de experiencias, información y destrezas, mientras a la vez proveenimportantes insumos para otras agencias sociales y para la formulación de políticaspúblicas en las áreas y temas en que trabajan, ayudando así a montar un ambientepolítico y social favorable a la integración.Las iniciativas asociadas al tercer grupo de preocupaciones son muy similares a lasorientadas al establecimiento de espacios públicos para el mejoramiento social, ya quetambién pueden ser llevadas a cabo mediante organizaciones sociales y redestrasnacionales formales, aunque sin estar necesariamente asociadas a la agenda y losmecanismos formales de integración. La principal diferencia entre ellas, sin embargo,está fundamentalmente asociada con la naturaleza de los objetivos buscados y con susposiciones respecto el proceso de integración. Las iniciativas privadas orientadas a lacooperación sectorial aquí consideradas no están tan políticamente motivadas comolas anteriores, y su actuación es, así mismo, más restringida. De esta forma, susorganizaciones y redes son establecidas con el propósito de aprovechar lasoportunidades de fomentar objetivos comunes en ámbitos específicos. Buscanfomentar el conocimiento común, facilitar el intercambio de información y destrezas, ypromover vínculos asociativos en un área temática dada, pero no intentanexplícitamente tomar ventaja de la integración para fomentar cambios políticos ysociales o para influir sobre las políticas públicas. Algunos ejemplos de estas iniciativasson la Asociación de la Empresa Brasileña para el Mercosur (ADEBIM) y ciertas redesinstitucionales en educación, como la Asociación Universitaria del Grupo deMontevideo, ambas creadas en 1991, luego del Tratado de Asunción, para fomentar laintegración en sus respectivos dominios. Estas iniciativas no mantienen ningunarelación directa con las negociaciones intergubernamentales, aunque sí tratan detomar ventaja del Mercosur para llevar a cabo y expandir la cooperación entre susmiembros. Otros ejemplos similares se relacionan con un número de asociacionesprofesionales y otras entidades similares que han trabajado en redes regionales en unesfuerzo para desarrollar agendas comunes en la esfera del Mercosur. Éstas abarcanáreas como salud, cuidado infantil, derecho, ingeniería, educación, artes, etc.No obstante, esta suerte de iniciativas no ha estado sujeta a estudio sistemático hastael momento. Como sus agendas no son plenamente políticas y la información sobre lasactividades de cada una está restringida a su propio ambiente, su visibilidad e
influencia resultan igualmente restringidas. En otras palabras, no han tenido unimpacto significativo o expresivo más allá de los límites de sus propios campos. Peroesta falta de visibilidad y de capacidad para influenciar la toma de decisiones sobrepolíticas públicas es también un síntoma de una constricción más fuerte a laparticipación social, relacionada con el marco institucional y las características, tantodel Mercosur como del ALCA, que serán analizadas más en detalle en la secciónsiguiente.
El marco institucional de la participación socialLa existencia de marcos y canales institucionales adecuados a través de los cuales lasfuerzas sociales puedan llevar sus demandas a los decisores es una condiciónimportante para el desarrollo de una agenda social en el contexto del regionalismoeconómico. Esto es así porque los instrumentos tradicionales de participación política,como los partidos políticos, las instituciones parlamentarias, los grupos de presión yotros, tienen poco interés en temas relacionados con asuntos exteriores y dediplomacia económica, excepto en muy pocas instancias y ocasiones. Esto esparticularmente cierto en la mayoría de los países latinoamericanos, donde lahipertrofia del Ejecutivo es una característica clave de muchos sistemas políticos. Enausencia de tales mecanismos, las iniciativas de integración permanecen de algunamanera aisladas de la influencia y las demandas de las sociedades. En este sentido,puede sostenerse que los marcos institucionales de las iniciativas de integracióneconómica regional, tal como se han desarrollado en América Latina, reproducen engran medida las imperfecciones que también se encuentran en los sistemas políticosnacionales respecto de la participación social en la toma de decisiones y en losprocesos económicos. En este sentido, serán defectuosos desde su origen. Sin embargo,existen respuestas de sectores de las sociedades nacionales, a menudo difusas, a lasoportunidades y riesgos de la integración. Es necesario considerar entonces si lasinstituciones existentes en ambas iniciativas bajo examen permiten que estasrespuestas sean sujetas al escrutinio político. La presente sección se enfocará, por lotanto, en la naturaleza y las características de las instituciones del Mercosur, y enaquéllas que están siendo construidas en el contexto del ALCA, con miras a evaluar losprospectos de una agenda de integración más amplia que abarque preocupacionessociales y no sólo intereses gubernamentales o empresariales.
Aunque el Mercosur y el ALCA están en muy diferentes etapas de desarrollo, la pautade institucionalización intergubernamental que es característica del primero, seráposiblemente reproducida en el segundo. En ninguno de ambos casos se avizoraninstituciones más elaboradas y complejas de carácter supranacional. El manejo de laintegración económica por instancias intergubernamentales constituye, por lo tanto,un elemento muy importante que moldea las formas y posibilidades de participaciónsocial, ya que dirige los esfuerzos al respecto a privilegiar el acceso a las negociacionesy al proceso decisorio. En tal perspectiva, la actitud de los actores sociales hacia elregionalismo económico deviene fuertemente condicionada a la estructura de lasnegociaciones, al marco institucional mediante el cual se toman las decisiones, y a lanaturaleza de los mecanismos diseñados en cada caso para canalizar sus percepcionesy demandas y para traducirlas en propuestas políticas para la formulación de líneas deacción tanto en el nivel público como en el privado.Su naturaleza intergubernamental y sus muy bajos niveles de coordinación de políticasy de participación social caracterizan el marco institucional del Mercosur. Éstecomprende tres dimensiones: (i) los órganos técnicos (12 grupos de trabajo y 5comisiones especializadas [4] ), subordinados a (ii) una rama ejecutiva, el Grupo delMercado Común, responsable de monitorear la implementación de los acuerdos con elapoyo de una Comisión Comercial y de una rama consultiva, el Foro Económico y SocialConsultivo, y (iii) el Consejo del Mercado Común, la más alta rama política a cargo de laconducción del proceso de integración, integrada por los ministros de Economía y deRelaciones Internacionales. Dos ramas consultivas, la Comisión Parlamentaria y elMecanismo de Consulta Política que comprende a los cuatro miembros más Bolivia yChile, están asociadas al Consejo del Mercado Común.Vistas desde la perspectiva de este marco institucional, dos características pueden seridentificadas respecto de la participación social en el Mercosur. Primero, las demandasy preocupaciones sociales en cuanto a la integración económica son llevadas a lanegociación a través de instancias técnicas (los grupos de trabajo) posicionadas en elnivel más bajo del marco institucional y decisorio, sin vínculo directo con las instanciaspolíticas de más alto nivel (las Conferencias Ministeriales y el Consejo del MercadoComún). La relación entre las instituciones técnicas y las políticas es intermediada porla rama ejecutiva, el Grupo del Mercado Común. Por lo tanto, la participación de lasorganizaciones laborales en el proceso de negociación del Mercosur, por ejemplo, se ha
visto restringida a una rama técnica (el grupo de trabajo correspondiente) y a un foroconsultivo en conjunto con empresas privadas. La centralidad de las perspectivasgubernamentales y comerciales en la agenda del bloque ha llevado a estasorganizaciones a concentrar sus esfuerzos en la defensa de los derechos laboralesexistentes, más que en la articulación de una agenda social alternativa y más amplia.Segundo, más que representar elementos para establecer una agenda social dentro dela integración o siquiera estrategias y modelos alternativos con ese mismo fin, lasdemandas planteadas por los actores sociales son traducidas en insumos de naturalezaconsultiva para los gobiernos nacionales y para las instituciones de integración,legitimando así, y no (re)orientando, las políticas públicas hacia el Mercosur.Las dos características arriba mencionadas son aplicables también al contexto de lanegociación del ALCA, a pesar de sus obvias diferencias en cuanto a su respectivodesarrollo. Aunque sus instituciones no están definidas aún, es de esperar que nodiferirán sustancialmente del Mercosur en su naturaleza intergubernamental y en losmecanismos contemplados para promover la interacción entre los agentes políticos,económicos y sociales en las negociaciones y en la toma de decisiones. En ambos casos,las negociaciones intergubernamentales son el núcleo del proceso de integración, y lostemas sociales son interiorizados a través de órganos técnicos o consultivos sinrelación directa con las esferas decisorias de mayor nivel. Ambos marcosinstitucionales son, entonces, restrictivos de la participación social, a pesar de que sudiscurso político vaya en sentido contrario.Además, la integración económica es sólo uno entre muchos temas internos y externosde las agendas gubernamentales y parlamentarias, al que usualmente no se le daprioridad sobre otros temas externos y económicos; y, dada la existencia demecanismos y canales tradicionales de representación política, no hay un incentivopoderoso para que los funcionarios gubernamentales y los políticos apoyen la creaciónde canales institucionales formales para la participación social en la integracióneconómica, a menos que se los contemple como una opción adicional para legitimarsus propias políticas. La inexistencia de tales canales, el restringido universo deagentes privados involucrados en el diálogo con las instancias gubernamentales, y elestrecho alcance de la agenda alrededor de la cual tiene lugar este diálogo, resultan enlo que suelen denominarse "déficits sociales y democráticos" de la integracióneconómica.
En el caso del Mercosur, además de los aspectos arriba mencionados, uno deberíaañadir el escepticismo y la indiferencia de la mayoría de los actores económicos ysociales hacia la integración, especialmente en sus etapas tempranas, como elementosque han contribuido decisivamente a estos déficits gemelos, estableciendo así unnotable contraste con el ambiente democrático del que surgió el Mercosur. Estorefuerza la afirmación previa de que las instituciones del Mercosur reflejan lasinsuficiencias de los sistemas políticos para desarrollar mecanismos y prácticaseficientes de participación social en los procesos políticos. Lo mismo es cierto en elcaso del ALCA, especialmente cuando uno toma en cuenta el número de países queabarca y, sobre todo, las diferencias entre ellos en términos de desarrollo yconsolidación de sus respectivas instituciones políticas.Cuando en el contexto de los arreglos de integración se crea un mecanismo formal einstitucional destinado a fomentar la participación social y política, esto no siempre esconsecuencia de que los gobiernos perciban o acepten que la participación social es deverdad deseable y necesaria en sí misma para el logro de los objetivos a ser seguidoscolectivamente. Puede ser considerada deseable, sí, para garantizar apoyo ylegitimidad a las políticas y decisiones concernientes a la integración. Por lo tanto, aúnen modos muy limitados, en los arreglos de integración debe estar presente un canalde comunicación entre aquéllos a cargo de la formulación, negociación eimplementación de estrategias y políticas, por un lado, y los actores privados ysociales, por el otro. Como quiera que sea, los canales formales para la participaciónpolítica deben ser tomados en cuenta. Por lo tanto, una evaluación general de lasposibilidades de que los canales institucionales de participación política promuevanuna agenda social en el contexto del regionalismo económico, no puede excluir elexamen del papel jugado por los partidos políticos y los Legislativos en la integraciónregional.El papel de los partidos políticos en relación al Mercosur está altamente condicionadoal marco político-institucional existente en cada país miembro. Como hay grandesdiferencias entre ellos en este aspecto, resulta difícil engendrar cualquier suerte dearticulación regional de los partidos políticos en torno a temas sociales y políticos en elcontexto de la integración. Más aún, debe también ser notado que los temas regionalesno están presentes en los programas de los partidos políticos más importantes en laregión. Por lo tanto, éstos no han jugado ningún papel significativo, ni en el proceso de
negociación, ni en el sentido de canalizar intereses y demandas sociales asociados conla integración del Mercosur. Hubo un esfuerzo para agrupar a los partidos políticos delos cuatro países del Mercosur de acuerdo con sus respectivas orientaciones políticas,bajo un mecanismo llamado "las familias políticas", en el que sería estimulado eldiálogo político entre ellos y con los gobiernos nacionales. Pero, como algunas otraspropuestas, ésta no se sostuvo. Como consecuencia, la presencia e influencia de losLegislativos en este contexto es ejercida principalmente a través de las comisionestemáticas, a saber la Comisión Parlamentaria Conjunta para el Mercosur y sus ramasnacionales, que proveen el espacio principal en las arenas parlamentarias para eldebate político, el intercambio de información y las deliberaciones consultivas entemas relacionados con la integración. Esta instancia, no obstante, no ha ejercidoninguna influencia significativa en moldear la agenda política del bloque o en suproceso de toma de decisiones.Lo mismo puede decirse del ALCA. A pesar de ser un tema más politizado que elMercosur, no se ha convertido en objeto de un debate parlamentario activo, ya quehasta el momento las negociaciones han sido llevadas a cabo por equipos económicosy diplomáticos, con formas restringidas de interacción con los Legislativos. Mástodavía, otros temas internos tienden a adquirir mayor importancia en las agendasparlamentarias que aquéllos relacionados con la integración hemisférica, lo que es,para muchos, un desarrollo incierto. Se espera, sin embargo, que cuando lasnegociaciones alcancen sus etapas críticas y decisivas, los parlamentos se interesarán yse involucrarán más en el debate político sobre el ALCA y en seguir mássistemáticamente su negociación. No obstante, esto no significa que en el debateparlamentario se dé prioridad a los temas de una agenda social dentro del ALCA. Lainexistencia de canales institucionales destinados a internalizar los temas sociales enlas negociaciones refuerza esta posibilidad. El tratamiento que merecerán tales temasdependerá en gran medida de la acción política de la sociedad civil para llevar laatención de los líderes políticos y los congresistas hacia sus preocupaciones ydemandas, por un lado, y de la permeabilidad de la clase política a esta suerte detemas, por el otro.Como los parlamentos tienen muy poca influencia en la dinámica política de laintegración (con la obvia excepción del Congreso de Estados Unidos, que retiene suautoridad de origen sobre negociaciones comerciales), la posibilidad de reconciliar los
intereses económicos y las preocupaciones sociales en el contexto del regionalismoeconómico descansa pesadamente sobre la disponibilidad de medios alternativos paraalcanzar esta meta. En el caso del Mercosur, el mecanismo inmediato disponible es elForo Económico y Social Consultivo creado en 1994 como la instancia representativade los sectores económicos y sociales de sus países miembros. Tiene capacidad deformular recomendaciones y propuestas de políticas a instancia de las autoridadesgubernamentales o por iniciativa propia-, y de dar seguimiento, analizar y evaluar elimpacto social y económico de la integración en diferentes sectores. Su agenda, noobstante, ha reflejado y reproducido el predominio de los temas comerciales en elMercosur, así que, incluso en este nivel, los temas sociales han recibido atenciónmarginal hasta el momento.En lo que toca al ALCA, la principal iniciativa dirigida a articular los intereses sociales ylos económicos es el Foro de las Américas, aunque éste en realidad ha trabajadomucho más como una instancia consultiva y como mecanismo para un seguimientodirecto de las negociaciones y para interactuar con las autoridades gubernamentalesen los temas que constituyen la agenda formal, que proveyendo un espacio para eldebate social sobre los beneficios, costos e impactos de la integración hemisférica, delcual podría derivarse una agenda social. Por lo tanto, el prospecto de lograr unaagenda social en el contexto del proceso del ALCA, como en el caso del Mercosur,descansa actualmente en la acción de las organizaciones de la sociedad civil paraarticular, desde abajo, una agenda social pareja a la que está siendo negociada a nivelmultilateral en el hemisferio.Finalmente, es necesario considerar si existen incentivos suficientes para que losagentes sociales internos se involucren en la movilización transnacional, en un intentode promover los intereses y demandas sociales a través de la integración económica, omás bien de oponerse a esta última. La naturaleza de una agenda social en el contextode la integración regional variará, así, de acuerdo con la perspectiva sobre elregionalismo que eventualmente prevalezca en el nivel social, sea ésta defensiva o másasertiva. Hasta ahora, hay señales contradictorias a este respecto. Por un lado, laintegración regional sigue siendo vista como una dimensión central y valiosa de lasestrategias de los países, tanto desarrollados como en vías de desarrollo, paramaximizar las oportunidades internacionales en varios ámbitos. Al mismo tiempo, susbeneficios económicos son distribuidos de forma desigual, y sus consecuencias
sociales, sean positivas o negativas, están limitadas a aquéllas áreas y sectores quefueron afectados más directamente por cambios económicos resultantes de laliberalización comercial. Desde una perspectiva más amplia, los beneficios de laintegración son muy indirectos y hasta el momento no muy claros.En tal contexto, la mayor parte de las organizaciones y grupos asociados con el sectortrabajo consideran al regionalismo como una piedra basal de la globalización, o comouna expresión de esta última. Por lo tanto, la integración, si se la asocia exclusivamentecon la liberación del comercio y si carece de una agenda social, levanta la oposición demuchos segmentos sociales importantes, especialmente en los países latinoamericanos,que son escépticos acerca de la capacidad de tal suerte de arreglos regionales parafomentar normas sociales y económicas más equitativas. De hecho, evaluaciones seriasdel desempeño social y económico de los países latinoamericanos en los noventaapoyan con claridad tal escepticismo. El modelo de integración seguido en la región enla última década, a pesar de sus positivos impactos estadísticos sobre el comercio, haprobado ser incapaz de promover la transformación social. Los prospectos del ALCA,en caso de que no sea enfrentado por una vigorosa respuesta de la sociedad civil afavor de una agenda social, no son para nada diferentes.En esta perspectiva, en el fomento de la transformación social cuenta mucho más lacalidad de las políticas públicas internas que los resultados a largo plazo de laintegración regional. Por lo tanto, el papel que en este aspecto juega el regionalismodependerá de los eventuales vínculos entre sus mecanismos y los de las políticaspúblicas nacionales destinadas a promover la equidad y el bienestar social. Como estosvínculos no existen hasta el momento, la participación social en el contexto de lasiniciativas de integración económica ha exhibido un perfil predominantementedefensivo y no ha evolucionado hacia la estructuración de una agenda social dentro deellas. Al mismo tiempo, este perfil defensivo tiene un lado positivo, en el sentido de queha pavimentado el camino para el establecimiento de alianzas trasnacionales queabarcan principalmente a organizaciones no gubernamentales desde las cuales podríaemerger una agenda social; pero esto por sí solo no es suficiente para engendrarla. Almismo tiempo, la frustración asociada con la falta de respuesta a los intereses ypreocupaciones sociales del modelo de integración seguido tanto en el Mercosur comoen el ALCA, se expresa en el escepticismo y a menudo en la creciente oposición deimportantes sectores de las sociedades nacionales a un ulterior desarrollo de ese
modelo.
El Mercosur y el ALCA: ¿es posible reconciliar las iniciativas de comercio y los intereses
sociales?Lego del ciclo de iniciativas de apertura comercial conducidas sobre bases unilaterales,regionales y multilaterales hasta inicios de 1995, el Mercosur ha perdido funcionalidadpolítica y económica en forma dramática, a medida que se eclipsó el impulso hacia laliberalización del comercio que marcó su curso hasta mediados de los noventa.Además, las constricciones financieras externas han puesto en severa tela de juicio laestabilidad macroeconómica de todos sus miembros, y la recesión económica se haconvertido en una dura realidad para Argentina, Uruguay y Paraguay al inicio del sigloXXI. En tan adverso ambiente económico, el Mercosur no ha encontrado condicionesfavorables para avanzar hacia la finalización y consolidación de sus disciplinascomerciales. Ese movimiento podría requerir de esfuerzos consistentes para armonizary eliminar las barreras no arancelarias, liberalizar el comercio de servicios, eliminar lasexcepciones al arancel externo común y alcanzar niveles más altos de coordinación depolíticas, entre otros aspectos. Estos temas fueron incorporados en la agenda de
relanzamiento propuesta en diciembre de 2000 por el presidente de Argentina,Fernando de la Rúa, y han sido revisados desde el arribo del presidente Luiz Inácio"Lula" da Silva en Brasil.Por el contrario, al aumentar los conflictos comerciales, especialmente entre los dossocios más importantes, fueron introducidas prácticas de administración del comercio,y las debilidades institucionales se hicieron evidentes. En un contexto marcado tantopor el lento crecimiento económico y la recesión que siguieron a la devaluación de lamoneda brasileña como por grandes constricciones financieras, se hicieron explícitaslas carencias del modelo de integración abrazado por el Mercosur y las diferenciasentre sus miembros en cuanto al nivel deseado de integración a sostener. En Argentinay Uruguay se hizo atractiva la idea de rebajar el bloque desde unión aduanera a unárea de libre comercio. En Paraguay, también han surgido reclamos para abandonar elbloque. En consecuencia, el Mercosur ha comenzado a tener serias tensiones internas.En el momento actual, su cohesión es todavía tributaria de su agenda externa,notoriamente del ALCA y de las negociaciones con la Unión Europea para establecer unárea interregional de libre comercio. Esto indica que el ALCA ha jugado un papel
ambiguo en el Mercosur. Por un lado, ello plantea una amenaza directa, ya que laspreferencias comerciales recíprocas del Mercosur serán diluidas en el contexto de unmarco de libre comercio más amplio como el ALCA. Además, las asimetrías económicasy la brecha de competitividad entre el Mercosur y la economía estadounidenserefuerzan la percepción del ALCA como una empresa riesgosa para muchos sectoreseconómicos en los países pequeños, pero también y más en particular en Brasil.Políticamente, el ALCA desafía al Mercosur en el sentido de que aquél podríaeventualmente traer aparejado el desmantelamiento de lo que se considera como lainiciativa más relevante de política exterior de sus cuatro países miembros en ladécada pasada.Por otro lado, el ALCA ha jugado un papel positivo al ayudar al Mercosur a preservar,como se mencionó previamente, algún grado de cohesión interna. Ha hecho esto de dosmaneras. Primero, al establecer una agenda de negociación que ha demandado unimportante y oportuno esfuerzo de articulación interna de los países del Mercosur.Segundo, como consecuencia directa de esa necesidad de articulación interna, alfomentar una relación más estrecha y efectiva entre los gobiernos, empresas ysindicatos en cada uno de los países del Mercosur, y entre ellos, para diseñar unaestrategia negociadora común. Las implicaciones de tal efecto positivo para la eventualarticulación de una agenda social en el contexto del ALCA no pueden ser desdeñadas.Paradójicamente, el Mercosur ha exhibido una evidente falta de capacidad y de mediospara estimular mayores y más efectivas formas de participación social y para asimilarlos temas sociales en su agenda. Mientras por un lado sigue proveyendo oportunidadesy espacios institucionales de articulación y agregación de intereses incluyendo los denaturaleza social- para negociar el proceso del ALCA, por otro jugará un papelindirecto pero positivo en este aspecto.En un sentido más amplio, las posibilidades de que el Mercosur contribuyadecisivamente a promover una agenda social dentro del alcance de los arregloshemisféricos estarán estrechamente conectadas con el prospecto de avanzar hacia susmetas formales y originales, esto es, el establecimiento de un mercado común, lo querequeriría altos niveles de coordinación de políticas y, por consiguiente, una mayorrespuesta a las demandas e intereses sociales. El bloque estaría entonces mejorequipado política e institucionalmente para ayudar a reconciliar las preocupacionescomerciales y sociales en el contexto de la negociación del ALCA y con otros socios.
Como ese prospecto está lejano, a menos que retome dinamismo económico y político,como intenta hacer el nuevo gobierno brasileño, en su situación actual el Mercosurparece destinado a jugar un rol muy limitado, si es que juega alguno, en la articulaciónde una agenda social regional en el futuro cercano. Como quiera que sea, que laprioridad concedida por el presidente Lula da Silva a los temas y preocupacionessociales se refleje y se traduzca en la agenda del Mercosur es todavía una cuestiónabierta. A su vez, el proceso del ALCA hasta el momento tampoco tiene en la mira los temassociales. Es todavía un proceso empujado por intereses empresariales y políticos, másque por la sociedad. Como el Mercosur, no intenta atender temas como la exclusiónsocial, los derechos sociales, el mejoramiento de las normas laborales, educacionales ysanitarias, etc. Su marco político, sin embargo, tiene lugar para esa suerte de temas. Lacuestión básica respecto de esta aparente permeabilidad del proceso hemisférico aalgunas preocupaciones sociales consiste en: ¿es una genuina preocupación por estostemas, que realmente llevará a los gobiernos a concederles la misma atención y energíapolítica que han concedido a la agenda comercial, o es, más bien, sólo un medio paralegitimar y hacer políticamente más factible el logro de los intereses económicos?Hasta el momento, es claro que mientras avanza el proceso de negociación del ALCA -apesar de las muchas incertidumbres que todavía lo rodean-, los temas de la agendahemisférica con mayor atractivo social todavía carecen de visibilidad y de iniciativasgenuinas tanto de parte de los gobiernos como de las sociedades civiles.El Mercosur y el ALCA, de algunas formas importantes, son iniciativas diferentes deintegración regional. Sin embargo, las pautas de respuestas sociales que han generadoy las dificultades que exhiben en la generación de una agenda social dentro de susrespectivos ámbitos son muy similares. Ambas han fracasado hasta el momento enproveer incentivos e instrumentos adecuados para una participación social másefectiva y más amplia y, en ambos casos, las respuestas defensivas a la integraciónparecen estar prevaleciendo sobre iniciativas más asertivas y espontáneas. Por lotanto, los prospectos para la articulación de una agenda social dentro de iniciativasregionales en el hemisferio, en su situación actual, no son brillantes.En lo que toca al Mercosur, a pesar de apuntar a niveles más profundos de integracióneconómica, sigue siendo una unión aduanera imperfecta. Mientras el Mercosur no
evolucione hacia un mercado común, que es su objetivo de última instancia, el ALCApodría resultar más efectivo para movilizar fuerzas sociales, aunque de acuerdo conuna pauta defensiva, como ya lo ha hecho a través del hemisferio. En el futuro, unMercosur revigorizado y capaz de arrancar una nueva fase de su desarrollo históricopodría estimular respuestas y movilizaciones sociales de naturaleza diferente, ycontribuir decisivamente a salvar la brecha entre los beneficios económicos y socialesde la mayor integración derivada del regionalismo. En ambos casos, sin embargo, tocaa las sociedades escoger si el regionalismo continuará siendo un ejercicio económicocon escasos resultados sociales, o si jugará un papel más significativo y efectivo en elmejoramiento de la equidad y la cohesión sociales. 
BIBLIOGRAFíA- Almeida, P. R., y Y. Chaloult (eds.), 1999: Mercosul, Nafta e Alca: a dimensão social; SanPablo: LTR.- Baer, D. y S. Weintraub (eds.), 1994: The Nafta Debate. Grappling with unconventional
trade issues; Boulder: Lynne Rienner Publishers.- Deutsch, K., 1957: Political Community in the North Atlantic Area: International
Organization in the Light of Historical Perspective; Boston: Little Brown.- Dupas, G., 1998: "A lógica econômica global e a revisão do welfare state: a urgência deum novo pacto social", en Revista de Estudos Avançados; San Pablo, núm. 33, pp. 25-39.- Franco, R., y A Di Filipo (eds.), 1999: Las dimensiones sociales de la integración
regional en América Latina; Naciones Unidas: Santiago.- North, D., 1999: Institutions, institutional change and economic performance;Cambridge: Cambridge University Press.- Pitanguy, J., y R. Heringer (eds.), 2001: Direitos humanos no Mercosul; Rio de Janeiro:CEPIA.- Rosenthal, G., 1999: "Los procesos de integracion regional y las políticas sociales", en
R. Franco y A. Di Filipo, op. cit.- Viggevani, T., 1998: Mercosul: impactos para trabalhadores e sindicatos; San Pablo:LTR.
[1] Versión al español de Gustavo Ernesto Emmerich (Universidad AutónomaMetropolitana, Iztapalapa, México, D.F.)[2] En América Latina, las obras de Rolando Franco, Armando Di Filippo y GertRosenthal desarrolladas en la Comisión Económica para América Latina (CEPAL),representan contribuciones consistentes.[3] En el caso de Argentina, la Unión Industrial Argentina (UIA) y la ConfederaciónGeneral de Trabajadores (CGT). En Brasil, la Confederación Nacional de la Industria(CNI) y la Central Única de Trabajadores (CUT). En Paraguay, la Asociación Industrial,la Confederación Nacional de Trabajadores (CNT) y la Central Unitaria de losTrabajadores (CUT). En Uruguay, asociaciones sectoriales como la Asociación Nacionalde Productores de Lácteos (ANLP) y, representando a los trabajadores, la ConvenciónNacional de Trabajadores (CNT).[4] Los grupos de trabajo subordinados al Grupo del Mercado Común son:comunicación, minería, normas técnicas, asuntos financieros, transportes einfraestructura, medio ambiente, industria, agricultura, energía, trabajo, salud, einversiones. Las comisiones especializadas comprenden turismo, comunicación social,ciencia y tecnología, género, y cooperación en abuso y tráfico de drogras ilícitas. 
